
  REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Mayo Tres (03)  de dos mil veintitrés (2023) 
 
ACCIÓN DE TUTELA No.  110013105025-2023-0149-00   
ACCIONANTE: RONALD STIVEN CAMACHO SANCHEZ, JULIO CESAR RIOS 
GARCIA, ANDRES ALBEIRO ARIAS INAGAN 
ACCIONADOS: INSTITUTO COLOMBIANO PARA EL FOMENTO Y LA 
EDUCACIÓN SUPERIOR- ICFES y POLICIA NACIONAL. 
 
Procede el Despacho a proferir el fallo que en derecho corresponda dentro del 
proceso de la referencia previos los siguientes: 

 
ANTECEDENTES  

 
Mediante apoderado judicial los señores RONALD STIVEN CAMACHO SANCHEZ C.C. 
1.022.346.586, JULIO CESAR RIOS GARCIA C.C. 1.057.488.273 y ANDRES ALBERIO 
ARIAS INAGAN C.C. 1.085.634.317 interponen acción de tutela contra POLICIA 
NACIONAL y el INSTITUTO COLOMBIANO PARA EL FOMENTO Y LA EVALUACIÓN 
DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR ICFES a fin de que se tutelen los derecho fundamental 
de petición, acceso a la información, debido proceso, mérito para acceso a cargos 
públicos, confianza legítima presuntamente vulnerado por la entidad accionada.  
 
Fundamenta su petición, en los siguientes hechos y pretensiones que el Despacho 
sintetiza así:   
 
Que la Policía Nacional y el ICFES suscribieron contrato interadministrativo PN DINAE 
No: 80-5-10059-22, con el fin de llevar a cabo la “construcción, diagramación, 
aplicación, calificación, publicación de resultados y atención de reclamaciones de las 
pruebas psicotécnica y de conocimientos policiales para el concurso de patrulleros 
previo al curso de capacitación para ingreso al cargo de Subintendente” 
 
Que los poderdantes son patrulleros de la Policía Nacional, cada uno con antigüedades 
y cargos diferentes con derecho para participar del concurso para acceder al ascenso 
grado de Subintendente de Policía Nacional. 
 
Que los accionantes presentaron los exámenes el pasado 25 de septiembre de 2022, 
actividad controlada por el ICFES. 
 
El 19 de noviembre fueron publicados los resultados y los accionantes obtuvieron 
puntaje requerido por la institución policial para estar dentro de los diez mil cupos 
autorizados por la Policía Nacional. 
 
El 16 de Diciembre de 2022 el ICFES hizo público un supuesto “error técnico” –difícil 
de creer hasta el momento- publicando un nuevo resultado en el que se excluyó a mis 
poderdantes la posibilidad adquirida, para adelantar el curso de ascenso al grado de 
subintendentes. 
 
Los nuevos resultados del 16 y 29 de diciembre expedidos por el ICFES cambiaron la 
situación de lo accionantes, quienes presentaron un derecho de petición constante de 
15 pretensiones, solicitud que no fue resuelta de fondo, clara y precisa, sino con 
evasivas. 
 

 



Que la Policía Nacional no puede librarse de su responsabilidad de que las pruebas 
fueron confiadas, administradas y controladas por el ICFES. 
 
No existe información posterior que dé cuenta del cambio de resultados, nuevo 
informe de la novedad, notificación a los patrullero, etc, Dichas publicaciones se 
hicieron fuera de la exigencia por analogía de la norma principal que regula la 
contratación en Colombia. 
 
 
Peticiones de la accionante 
 

 
 
 
Prueba allegada por la accionante 
 

 
 
 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 

Este Despacho, mediante auto calendado diecinueve (19) de abril de dos mil 
veintitrés (2023), admitió la solicitud de amparo antes referida en contra de POLICIA 
NACIONAL y el INSTITUTO COLOMBIANO PARA EL FOMENTO Y LA EVALUACION 
DE LA EDUCACION SUPERIOR ordenó notificar a la entidad accionada conforme a la 
ley, confiriéndole un término de cuarenta y ocho (48) horas, con el fin de que se 
pronunciara sobre los hechos y pretensiones incoados por la accionante.  
 
 
 
 



RESPUESTA DEL ACCIONADO – POLICIA NACIONAL 
 
La accionada indico como se observa en imagen adjunta: 
 

 
… 



… 

 
 
Más adelante respecto de cada accionante indicó la institución lo siguiente: 
 



“ … 
 

… 
 



… 

 
 
Para lo que interesa a la presente acción constitucional resalta de la respuesta 
brindada por el accionado lo siguiente, pues se hace conducente frente al debido 
proceso: 



 

“  
… 
 
 

 
 
 
Petición de la accionada  
 



 
 
 
POR SU PARTE EL ACCIONADO INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA 
EVALUACIÓN DE LA EDUCACION SUPERIOR ICFES INDICÓ: 
 
“

 
… 
 
Igualmente indicó: 
 



“

… 

… 
 
Así mismo indicó a este despacho en su respuesta que: 
 



“

 
 
Ahora bien, frente a la presunta vulneración del derecho de petición de los 
accionantes indicó la entidad: 
 

 
… 



 
 
Entre los argumentos expuso el ente accionado los siguientes: 
 

 

 
 
Igualmente indicó en su respuesta como argumentos: 
 



 
 
 
PETICION DEL ACCIONADO. 
 
 

 
 
PRUEBAS DEL ACCIONADO. 
 

 
 
Observando todo lo anterior y cumplidas como se encuentran las etapas procesales 
pertinentes, procederá este Despacho a proferir sentencia dentro de la acción de la 
referencia, y lo hará teniendo para ello en cuenta las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 

La Acción de Tutela, fue creada por el Art. 86 de la Constitución Nacional, como 
mecanismo preferente y sumario al que se puede acudir en busca de protección a 
la violación de los derechos fundamentales por parte de las autoridades o 



particulares en los casos establecidos en la norma que le dio vida y en los decretos 
dictados para reglamentarla. 
 
Problema jurídico 
 
En el presente caso se trata de establecer si el actuar de los accionados  POLICIA 
NACIONAL y el INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA EVALUACION DE LA EDUCACION 
-ICFES, es o no violatorio de los derechos fundamentales  de petición y debido proceso 
citado por el accionante. 
 
 
Del derecho al debido proceso: 

 
Al respecto, la Corte Constitucional ha sostenido que el debido proceso 

comprende, desde el derecho al acceso a la jurisdicción, pasando por su 

ejercicio a través del juez natural, el ejercicio del derecho de defensa, el previo 

establecimiento y la observancia de un trámite establecido, a un proceso 

público, la independencia del Juez y la imparcialidad del mismo en su accionar. 

Entre otras providencias, sea del caso traer a colación la sentencia T- 051 de 

2016, en que se precisó: 

 
“La Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso 
comprende: “a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica 
los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y 
autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a 
impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y 
al cumplimiento de lo decidido en el fallo. b) El derecho al juez 
natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad 
o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o 
actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de 
las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución 
y la ley. c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de 
todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una 
decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al 
tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; 
los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la 
igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad 
de todas las demás personas que intervienen en el proceso. d) El 
derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo 
razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea 
sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables. e) El derecho a 
la independencia del juez,que solo tiene efectivo reconocimiento 
cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la 
tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de 
aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. f) El derecho a la 
independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes 
siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo 
con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni 
prevenciones, presiones o influencias ilícitas.” 
 
 



El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 

Política, preceptúa:  

 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución…”.  

 

Así mismo, la Ley 1755 del 30 de junio de 2015, regula el Derecho Fundamental de 

Petición y sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo por medio de la cual establece en sus Artículos lo 

siguiente:  

 

…“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante 

autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas 

a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de 

interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo 

sobre la misma. 

  

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 

ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la 

Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras 

actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la 

intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación 

jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar 

y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y 

reclamos e interponer recursos. 

  

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad 

de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate 

de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación. 

  

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de 

peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda 

petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su 

recepción.  

 

Con fundamento en la norma arriba señalada, la Corte Constitucional en sentencia 

T- 667 de 2011, sostuvo que frente a la Protección del Derecho de Petición este 

debe comprender los siguientes requisitos:  

 

“(1) El derecho a presentar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas puedan negarse a recibirlas o tramitarlas. 

 

(2) El derecho a obtener una respuesta oportuna, es decir, dentro de los 

términos establecidos en las normas correspondientes. 

 

(3) El derecho a recibir una respuesta de fondo, lo que implica que la 

autoridad a la cual se dirige la solicitud, de acuerdo con su competencia, está 

obligada a pronunciarse de manera completa y detallada sobre todos los 

asuntos indicados en la petición, excluyendo referencias evasivas o que no 

guardan relación con el tema planteado. Esto, independientemente de 



que el sentido de la respuesta sea favorable o no a lo 

solicitado. (Resalta el Despacho). 

 

      (4) El derecho a obtener la pronta comunicación de la respuesta.” 

 

Ahora bien, se hace conducente y pertinente mencionar jurisprudencia sobre el 

ingreso por concurso y el derecho al mérito. 

 

RESPECTO DE LOS CONCURSOS Y EL DERECHO AL MÉRITO   se indicó en T-
081 de 2021 lo siguiente: 
 

“No obstante lo anterior, la Corte estima que dada la controversia que es objeto de estudio en 

esta oportunidad debe prevalecer el derecho sustancial sobre el procesal, para continuar con 

el proceso y que el asunto sea fallado en la presente sentencia por la Sala Tercera de Revisión. 

Ello se fundamenta en que la problemática que subyace a los expedientes objeto de análisis 

involucra, por una parte, una posible grave afectación sobre el principio del mérito judicial 

que es un eje axial de la Constitución[82]. La relevancia implícita en este presupuesto 

constitucional ha sido destacado por esta Corporación en diferentes oportunidades. Por 

ejemplo, en la Sentencia C-034 de 2015 expuso: 

  

 “[e]l constituyente de 1991 le otorgó una relevancia superior al mérito como un 

criterio que define cómo se accede a la función pública y por tal motivo incorporó 

el concurso público como una forma de establecerlo (…). Igualmente, y frente a la 

interpretación que la Corte Constitucional ha efectuado de las disposiciones 

constitucionales sobre la carrera, se estableció que la misma está fundamentada en 

el mérito, en la capacidad del funcionario público, la cual es considerada como un 

elemento destacado de la carrera e implica que tenga el carácter de regla general 

que a la misma le corresponda. Por tal motivo, la jurisprudencia de esta 

Corporación ha sostenido que los principios generales de la carrera están dirigidos 

a la eficacia del criterio del mérito para acceder, permanecer o retirarse del empleo 

público y, por tal motivo, el artículo 125 superior establece al criterio del mérito 

como regla general.”[83” 

 

 
 
CASO CONCRETO  
 
Descendiendo al caso en concreto y de acuerdo con lo expuesto en el escrito tutelar, 
y de las respuestas allegadas ante este operador judicial se tiene que frente al 
derecho de petición y así como lo indicó el mismo accionante, la entidad ICFES 
procedió a brindar respuesta a los accionantes y tal como lo indica este despacho 
en la sentencia traída a colación sea favorable o no la respuesta allegada, así las 
cosas, este despacho considera que se dio respuesta clara y congruente con lo 
solicitado y así como lo indica el accionado ICFES al brindar respuesta, si ya no está 
de acuerdo el accionante con la respuesta, debe acudir a otro mecanismo. 
 
 
Así las cosas, para este operador judicial, sería del caso proceder en el estudio del 
asunto sometido al conocimiento de este Despacho, para determinar la existencia o 
no de menoscabo o ataque a los derechos fundamentales aducidos en el escrito de 
tutela, por parte de la accionada ICFES y por ende la pertinencia de su amparo a 
través de este mecanismo, si no se observara, conforme al haber probatorio, que ha 
cobrado vigencia la previsión del artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que dispone: 
 

“…Cesación de la actuación impugnada. Si, estando en curso la tutela, se 
dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda 



la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para 
efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes…” 

 
Por lo anterior, ha de concluirse que los motivos que generaron la interposición de 
esta acción contra la accionada, es procedente aplicar el tenor del citado artículo 26 
del Decreto 2591 de 1991 (Reglamentario de la Tutela), toda vez que la accionada 
dio respuesta al Derecho de Petición de fecha 03 de febrero de 2023. 
 
Consecuencia de lo anterior, el Despacho denegará el amparo que por este 
mecanismo se depreca, ya que en el caso de autos, se tiene que la entidad ICFES 
resolvió la petición presentada por la accionante; procediendo a remitir respuesta, 
por lo tanto, se presenta el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho 
superado, y como quiera que la finalidad de la acción de tutela es garantizar la 
protección del derecho fundamental de quien acude al amparo constitucional, 
entonces, dicha finalidad se extingue al momento en que la vulneración o amenaza 
cesa, porque ha ocurrido el evento que configura tanto la reparación del derecho. 
 
Sobre el particular dijo la Honorable Corte Constitucional, en fallo T-170 de marzo 
18 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, que:  

 
“no tendría sentido cualquier orden que pudiera proferir esta Corte con el fin de 
amparar los derechos del accionante, pues en el evento de adoptarse ésta, caería 
en el vacío por sustracción de materia.” 

 
“…La carencia actual de objeto por hecho superado, se da cuando en el entre 
tanto de la interposición de la demanda de tutela y el momento del fallo del juez 
de amparo, se repara la amenaza o vulneración del derecho cuya protección se 
ha solicitado. En dicho sentido, no es perentorio para los jueces de instancia, 
aunque sí para Corte en sede de Revisión, incluir en la argumentación de su fallo 
el análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales planteada en la 
demanda… De otro lado, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que la 
providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes 
del momento del fallo. Esto es, que se demuestre el hecho superado…”. 

 
 
Ahora bien, en tratándose de los derechos debido proceso, mérito para acceso a 
cargos públicos, confianza legítima presuntamente vulnerado por la entidad 
accionada, se hace necesario entonces analizar los presupuestos procesales propios 
de la acción de tutela, esto es la legitimación en la causa por activa, legitimación en 
la causa por pasiva, la inmediatez y la subsidiariedad. 
 
Frente a éstos dos últimos requisitos, se trae a colación pronunciamiento emitido en 
Sentencia del Tribunal Superior de Bogotá MP Dr. JOSE WILLIAM GONZALEZ 
ZULUAGA Expediente 11001310502520220058801 en donde se indicó: 
 

“Desde muy temprano, la sentencia CC T-001/1992, frente a la 

naturaleza de la acción de tutela, se pronunció de la siguiente manera: 

 

“La tutela tiene como dos de sus caracteres distintivos esenciales los de 

la subsidiariedad y la inmediatez; el primero por cuanto tan solo resulta 

procedente instaurar la acción cuando el afectado no disponga de 

otro medio de defensa judicial, a no ser  que  busque evitar un perjuicio 

irremediable; el segundo puesto que no se trata de un proceso sino de 

un remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en 

guarda de la efectividad, concreta y actual del derecho sujeto a 

violación o amenaza”. 

 



De lo dicho podemos concluir que la acción de tutela no está instituida 

para remplazar los mecanismos ordinarios de defensa judicial, salvo que estos 

resulten ineficaces para proteger el  derecho  fundamental involucrado, o se 

requiera la intervención inmediata para evitar un perjuicio irremediable, es 

decir, tiene un  carácter  excepcional  y subsidiario. 

 

En otras palabras, cuando  cualquier  ciudadano  acude  a  la  interposición de 

la acción de tutela lo que procura es que  de  una  manera  ágil  y oportuna se 

efectué el reconocimiento de un derecho de carácter fundamental y se tomen las 

medidas para su protección inmediata, bien disponiéndose por la autoridad 

competente que cesen los actos que los están amenazando, ora impartiendo 

órdenes para evitarlos. De ahí su carácter perentorio para ser resuelta. 

 

Así, al ser la institución de la tutela una acción especialísima,  el legislador 

estableció unos presupuestos específicos para que proceda, que, por lo 

tanto, siempre deben ser examinados previamente por todos los funcionarios 

judiciales, en la medida que únicamente cuando se encuentren éstos 

reunidos, es posible efectuar el pronunciamiento de fondo sobre los derechos 

fundamentales, cuyo amparo se solicita, pues, de lo contrario solo hay lugar 

a declarar improcedente la acción. 

 

Atinente a los requisitos de procedencia, la Corte Constitucional ha establecido 

que la acción de tutela  es  una  herramienta  procesal preferente, informal, 

sumaria y expedita que pretende el amparo de los derechos fundamentales de 

una persona que se ven vulnerados o amenazados por la acción u omisión  de  

una  autoridad  pública  o particular. No obstante, para que la solicitud de 

amparo proceda,  se requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) 

legitimación por activa; (ii) legitimación por pasiva; (iii) trascendencia 

iusfundamental del asunto; (iv) agotamiento de los mecanismos judiciales 

disponibles, salvo la ocurrencia de un perjuicio irremediable 

(subsidiariedad); y (v) la evidente afectación actual  de  un  derecho  

fundamental (inmediatez)1. (Resaltado propio de la Sala).” 

 

En el presente caso, se observa por este despacho que hechas las 

publicaciones en las páginas de los dos accionados los hoy accionantes 

no presentaron recursos u oposiciones a dichos resultados, lo que sí se 

observó fue la presentación del derecho de petición, con lo cual no se 

observa el cumplimiento del requisito de subsidiariedad, sumado a que 

tal como lo indicó uno de los accionados en su respuesta no se observó 

un perjuicio irremediable, por cuanto el hecho de pasar el concurso no 

da por sí misma la seguridad de obtener un ascenso, pues el concurso es 

un requisito para acceder al curso de suboficiales, no la certeza de pasar 

el concurso y ser reconocido con personal con derecho a cargo de carrera 

administrativa, por lo cual este despacho declarará improcedente la 

acción constitucional frente al derecho al acceso a cargos públicos y 

debido proceso. 

 
 
 
 
 



En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO LABORAL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley, 

 
 
 

RESUELVE 
 
 

PRIMERO: NEGAR por hecho superado, la acción de tutela interpuesta por 
RONALD STIVEN CAMACHO SANCHEZ C.C. 1.022.346.586, JULIO CESAR RIOS 
GARCIA C.C. 1.057.488.273 y ANDRES ALBERIO ARIAS INAGAN C.C. 1.085.634.317, 
frente al derecho de petición en contra de  POLICIA NACIONAL y el INSTITUTO 
COLOMBIANO PARA EL FOMENTO Y LA EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 
ICFES por las razones anotadas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DECLARAR improcedente la acción constitucional a los señores 
RONALD STIVEN CAMACHO SANCHEZ C.C. 1.022.346.586, JULIO CESAR RIOS 
GARCIA C.C. 1.057.488.273 y ANDRES ALBERIO ARIAS INAGAN C.C. 1.085.634.317 
frente a los derechos de acceso a cargos públicos y debido proceso. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE en legal forma a las partes el presente fallo, a través de 
correo electrónico, de conformidad con el Acuerdo PCSJA20- 11549 del 11 de abril 
de 2020, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura y en atención a la 
situación sanitaria del país por la enfermedad denominada Covid-19. 
 
CUARTO: REMITIR el presente expediente a la Honorable Corte Constitucional 
para su eventual revisión, siempre y cuando la decisión aquí proferida no fuere 
impugnada dentro del término de ley. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
El Juez, 
 
 
 
 
                                                                          
                           RYMEL RUEDA NIETO 
 

 

 

 


